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Dip. Martha Azucena Camacho Reynoso,
Presidenta de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Estado de México 

[bookmark: _heading=h.hqo878l1qnzi]Octavio Martínez Vargas, Diputado del grupo parlamentario de Morena en la LXII Legislatura del Congreso del Estado Libre y Soberano de México. Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 51 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano y los artículos 28 fracción I, 38, 79 y 81 fracciones I, II y III de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de México, someto por su digno conducto, ante esa Honorable Asamblea, la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Amnistía del Estado de México, al tenor de la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Un sistema de justicia se legitima no sólo por su capacidad para sancionar conductas tipificadas como delito, sino por su aptitud para reconocer cuándo el ejercicio del poder punitivo ha dejado de cumplir una función de protección social y se ha transformado en una fuente de agravios, exclusión y daño institucional. Esta premisa ha sido reiterada por organismos internacionales, tales como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que en su Informe sobre el uso de la prisión preventiva en las Américas (2017) advirtió que el castigo, cuando se aplica de manera desproporcionada o acrítica, erosiona la legitimidad y vulnera el Estado de derecho. 
En los últimos años, en el Estado de México se ha acumulado evidencia social, jurídica y humana que obliga a replantear los mecanismos mediante los cuales el propio Estado revisa y corrige las consecuencias de su actuación penal. De acuerdo con el Censo Nacional de Sistema Penitenciario Federal y Estatal del INEGI (2023), el Estado de México mantiene de manera constante una de las poblaciones penitenciarias más numerosas del país, con más de 34 mil personas privadas de la libertad, lo que representa aproximadamente una décima parte del total nacional, pese a no concentrar la misma proporción de delitos de alto impacto.
La operatividad del sistema punitivo ha enfrentado retos estructurales persistentes. Informes de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos presentan prácticas recurrentes como detenciones arbitrarias, uso excesivo de la fuerza, integración deficiente de carpetas de investigación y utilización de pruebas obtenidas sin respeto al debido proceso. Estas fallas han sido reconocidas incluso por autoridades judiciales federales, que en resoluciones de amparo han ordenado reposiciones de procedimiento por violaciones graves a derechos fundamentales. 
En este contexto, la amnistía emerge como una figura de profunda relevancia pública. No se trata de un acto de indulgencia ni de una renuncia a la legalidad, sino de una herramienta institucional de corrección, orientada a restituir el sentido de justicia cuando la aplicación del derecho ha resultado desproporcionada, injusta o contraria a los derechos humanos.
Esta necesidad se ha hecho particularmente visible a partir de experiencias recuperadas por asociaciones civiles, colectivos de defensa de derechos humanos y organismos públicos. Casos de personas privadas de la libertad por procesos viciados, investigaciones sustentadas en pruebas endebles o ilícitas, confesiones obtenidas bajo presión, así como la criminalización de conductas vinculadas a condiciones de vulnerabilidad social, han sido señalados de manera constante como manifestaciones de un problema estructural y no como hechos aislados.
Quienes carecen de recursos económicos, defensa técnica adecuada o se encuentran en condiciones de discriminación sistemática, enfrentan mayores probabilidades de permanecer en prisión preventiva por periodos prolongados, de aceptar procedimientos abreviados sin pleno conocimiento de sus derechos o de ser sentenciados en procesos donde el debido proceso ha sido seriamente comprometido. Estas realidades han generado un reclamo persistente que exige una reparación desde el ámbito institucional.
A ello se suma el impacto que determinadas políticas penales han tenido sobre derechos que hoy se reconocen, particularmente aquellos vinculados a la autonomía personal, los derechos sexuales y reproductivos, la igualdad sustantiva y la no discriminación. La persecución penal de conductas relacionadas con el aborto, así como la estigmatización y sanción de personas que actuaron en contextos de vulnerabilidad, ha sido señalada como una forma de violencia que profundiza la exclusión y flagela la dignidad humana. La experiencia del Estado de México muestra que estas prácticas no han contribuido a la prevención de conductas ni a la cohesión social, pero sí han generado daños personales y familiares de difícil reparación.
Frente a este escenario, resulta indispensable que el Estado cuente con un mecanismo eficaz, transparente y legítimo para revisar aquellos casos en los que el ejercicio del poder punitivo ha fallado en cumplir su finalidad constitucional. La experiencia ha demostrado que la tramitación de la amnistía exclusivamente en sede judicial tiende a reproducir una lógica estrictamente procesal, que dificulta la identificación de patrones estructurales de injusticia, así como la valoración del contexto social y de derechos humanos en el que se inscriben los casos.
La intervención del Poder Legislativo en materia de amnistía responde precisamente a esta necesidad y a su deber constitucional. La facultad de conceder amnistía, expresamente prevista en el artículo 61 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, no puede reducirse a la mera expedición de una norma general, pues implica un acto material y concreto de otorgamiento que corresponde directamente al Poder Legislativo. 
Pretender que la obligación se cumple únicamente con la emisión de la ley es una interpretación restrictiva y contraria al texto constitucional, ya que la norma establece una atribución activa y no meramente declarativa. El Congreso, en su carácter de órgano depositario de la soberanía popular, debe asumir la responsabilidad de decidir y otorgar la amnistía en cada caso que corresponda, garantizando así el cumplimiento cabal de sus atribuciones y evitando que la disposición constitucional quede vacía de contenido.
Como órgano representativo de la soberanía popular, la Legislatura se encuentra en una posición institucional idónea para evaluar, desde una perspectiva amplia y plural, los efectos reales en la entidad. A diferencia del análisis jurisdiccional, el ámbito legislativo permite integrar información proveniente de asociaciones civiles, organismos de derechos humanos, instituciones académicas y autoridades, así como ponderar el impacto social de las decisiones penales, más allá del caso concreto.
En el Estado de México, donde la magnitud del sistema penal y la carga sobre las instituciones de justicia han evidenciado límites estructurales, resulta particularmente relevante que la corrección de injusticias no dependa exclusivamente de litigios individuales prolongados, sino que pueda articularse mediante decisiones institucionales con respaldo democrático. La reasignación de la facultad de amnistía al Poder Legislativo no busca sustituir al Poder Judicial ni menoscabar su independencia, sino asumir, desde el ámbito que corresponde, la responsabilidad política de revisar y corregir los efectos del castigo cuando estos se apartan de los principios de justicia, proporcionalidad y respeto a los derechos humanos, fungiendo, al unísono como un contrapeso. 
El contenido del proyecto de reforma que se propone responde directamente a estas limitaciones. Al redefinir la amnistía como una facultad cuya conducción principal corresponde al Poder Legislativo, se apuesta por un cambio de paradigma: la amnistía deja de concebirse como una excepción procesal para convertirse en una decisión adoptada desde el órgano representativo de la soberanía popular. 
La creación de una Comisión Legislativa de Amnistía permite institucionalizar un espacio de análisis plural, técnico y transparente, con capacidad para recibir solicitudes, requerir información, valorar contextos de violaciones a derechos humanos y emitir dictámenes sustentados, retomando, de manera expresa, supuestos que han sido ampliamente señalados por asociaciones civiles y organismos de derechos humanos, tales como la existencia de indicios razonables de fabricación de delitos, el uso de pruebas ilícitas o manipuladas y las violaciones graves al debido proceso, así como el incumplimiento al marco constitucional. 
Asimismo, se amplía y precisa los supuestos de amnistía relacionados con el delito de aborto. Esta modificación señala la necesidad de abandonar enfoques punitivos que reproducen desigualdad y violencia institucional, así como un lenguaje restrictivo que no contempla la diversidad. 
El diseño normativo adjunto establece con claridad las competencias de cada autoridad involucrada, delimitando el papel del Poder Ejecutivo, de la Fiscalía General de Justicia, de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México y del Instituto de la Defensoría Pública, pero reservando al Poder Legislativo la decisión final mediante la emisión de decretos de amnistía. Además, se prevé un esquema que fortalece la rendición de cuentas, al requerir informes públicos periódicos y procedimientos transparentes. 
En el contexto específico del Estado de México, donde la magnitud del sistema penal y la desconfianza ciudadana hacia las instituciones de justicia han sido ampliamente documentadas, resulta particularmente relevante que la Legislatura asuma un papel activo en la corrección de injusticias. La amnistía, concebida como una facultad legislativa, permite atender de manera estructural la dignificación de las personas afectadas por un uso indebido del poder punitivo.
Reformar la regulación de la amnistía conforme a lo propuesto en el documento adjunto implica reconocer que la justicia no se agota en la imposición de sanciones, sino que se construye también a partir de la capacidad institucional de escuchar a las víctimas del sistema penal, de corregir errores y de garantizar que el ejercicio del castigo se mantenga dentro de los límites que impone la dignidad humana y el Estado constitucional de derecho.
Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración de esta H.  Soberanía la presente iniciativa, a efecto de que, de estimarse procedente y acorde con el interés público, se sirva aprobarla en los siguientes términos:

	Ley de Amnistía del Estado de México

	Texto Vigente
	Texto Propuesto 

	Artículo 1. La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general y obligatoria en el Estado de México, y tiene por objeto establecer las bases para decretar amnistía en favor de las personas en contra de quienes estén vinculadas a proceso o se les haya dictado sentencia firme ante los tribunales del orden común, por los delitos previstos en ésta Ley, cometidos hasta la fecha de entrada en vigor de la misma, siempre y cuando no sean reincidentes por el delito que se beneficiará.
	Artículo 1.  La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general en el Estado de México.
Su objeto es establecer las bases para decretar amnistía en favor de las personas que se encuentren vinculadas a proceso o hayan recibido sentencia firme por los tribunales del fuero común, respecto de los delitos previstos en esta Ley, cometidos hasta la fecha y posterior a su entrada en vigor, siempre que no sean reincidentes en el delito por el cual se otorgue el beneficio.
Son supletorias de esta Ley en lo que correspondan, el Código Nacional de Procedimientos Penales y la Ley Nacional de Ejecución Penal.

	Artículo 2. Son autoridades encargadas de la aplicación de esta Ley, las siguientes: 
I. El Poder Legislativo; 
II. El Poder Ejecutivo; 
III. El Poder Judicial; 
IV. La Fiscalía General de Justicia del Estado de México.
	Artículo 2. … 


I. 
II. 
III. Derogado.
IV. …

V. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México.
VI. El Instituto de la Defensoría Pública del Estado de México.

	Sin correlativo.
	Artículo 2 Bis.   Corresponde al Poder Legislativo:
I. Integrar una Comisión Legislativa de Amnistía, encargada de recibir, analizar, dictaminar y someter a consideración del Pleno las solicitudes de amnistía que se tengan por presentadas por encuadrar en supuestos de violación de derechos o fallas en la aplicación de alguno de los principios penales del sistema acusatorio, o la plena presunción de fabricación de delitos;
II. Emitir el dictamen correspondiente y, en su caso, aprobar mediante Decreto Legislativo el otorgamiento de la amnistía, en los términos establecidos en esta Ley; y
III. Vigilar el cumplimiento del Decreto de Amnistía por parte de las autoridades obligadas a su ejecución, en el ámbito de sus atribuciones.

	Sin correlativo.
	Artículo 2 Ter.  Corresponde al Poder Ejecutivo:
I. Cumplir y ejecutar, de manera inmediata y obligatoria, los Decretos de Amnistía emitidos por el Poder Legislativo, en los términos en que hayan sido aprobados conforme a la presente Ley.

	Sin correlativo.
	Artículo 2 Quáter.  Corresponde a la Fiscalía General de Justicia del Estado de México:
I. Cumplir y ejecutar, en el ámbito de sus atribuciones, los Decretos de Amnistía emitidos por el Poder Legislativo del Estado de México, realizando los actos ministeriales que resulten necesarios para hacer efectivos sus efectos jurídicos.

	Sin correlativo.
	Artículo 2 Quinquies. Corresponde a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México:
I. Proporcionar orientación jurídica especializada a las personas solicitantes de amnistía, respecto de la identificación de posibles violaciones a derechos humanos o al debido proceso, y
II. Emitir opiniones técnicas o consultivas a solicitud del Poder Legislativo.

	Sin correlativo.
	Articulo 2 Sexies. Corresponde al Instituto de la Defensoría Pública del Estado de México:
I. Proporcionar asesoría jurídica y defensa técnica a las personas solicitantes de amnistía que así lo requieran, conforme a la legislación aplicable, y
II. Ejercer la representación legal de las personas solicitantes o beneficiarias ante las autoridades competentes, cuando proceda.

	Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:
I. …
II. …
III. …
IV. …
V. Juez Competente: Al juez que está llamado a resolver o pronunciarse, dentro de su competencia, cualquier asunto que le haya atribuido expresamente el legislador, en cuyo caso y dependiendo del sistema penal tradicional o penal acusatorio, conozca del asunto.
VI. ... 
VII. … 
VIII. …
IX. … 
	Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:
I. …
II. …
III. …
IV. …
V. Derogado.








VI. … 
VII. ...
VIII. …
IX. …

	Artículo 4. Se decretará amnistía en los siguientes supuestos: 
I. Por el delito de aborto, en cualquiera de sus modalidades, previsto en el Código Penal, cuando:
a) Se impute a la madre del producto del embarazo interrumpido.

b) Se impute a las y los médicos, cirujanos, comadronas o parteras, u otro personal autorizado de servicios de la salud, que hayan auxiliado en la interrupción del embarazo, siempre que la conducta delictiva se haya llevado a cabo sin violencia y con el consentimiento de la madre del producto del embarazo interrumpido.
c) Se impute a los parientes consanguíneos de la madre del producto que hayan auxiliado en la interrupción del embarazo, y exista consentimiento de la madre para dicha circunstancia.
II. …
III. …
IV. …
V. …
VI. …
VII. …
VIII. …
IX. …
X. …
XI. …
XII. …
Sin correlativo.
















Los organismos a que se refiere el párrafo anterior podrán remitir para análisis y resolución del Poder Judicial, los casos que sean hechos de su conocimiento y consideren que son objeto de aplicación de la presente Ley. 
…
	Artículo 4. Se decretará amnistía en los siguientes supuestos: 
I. Por el delito de aborto, en cualquiera de sus modalidades, previsto en el Código Penal, cuando:
a) Se impute a la persona gestante del producto del embarazo interrumpido.
b) Se impute a las y los médicos, cirujanos, comadronas o parteras, u otro personal autorizado de servicios de la salud, que hayan auxiliado en la interrupción del embarazo, siempre que esta se haya llevado a cabo sin violencia y con el consentimiento de la persona gestante del producto del embarazo interrumpido.
c) Se impute a las personas que hayan auxiliado, con previo consentimiento de la persona gestante del producto, en la interrupción del embarazo.

II. …
III. …
IV. …
V. …
VI. …
VII. …
VIII. …
IX. …
X. …
XI. …
XII. …
XIII. Cuando, en relación con el delito imputado, existan indicios razonables de que el proceso penal se haya iniciado o sostenido con base en hechos falsos, pruebas ilícitas, simuladas o manipuladas, o mediante actuaciones ministeriales o policiales irregulares e ilegales, así como por violaciones graves al debido proceso, y tales circunstancias hayan dado lugar a la privación de la libertad, a la vinculación a proceso o a la emisión de una sentencia.

Los organismos a que se refiere la fracción XII podrán remitir para análisis y resolución del Poder Legislativo, los casos que sean hechos de su conocimiento y consideren que son objeto de aplicación de la presente Ley.
…

	Artículo 5. El Consejo de la Judicatura del Poder Judicial Poder Judicial del Estado estará facultado para emitir acuerdos generales a efecto de normar el procedimiento, fijando plazos para sustanciar las solicitudes de amnistía ajustándose a los que se encuentran previstos en esta Ley, para su debido cumplimiento.
	Artículo 5. La Comisión Legislativa de Amnistía es el órgano legislativo encargado de conocer, analizar y dictaminar las solicitudes de amnistía previstas en la presente Ley.
La Comisión Legislativa de Amnistía se integrará conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica y el Reglamento del Poder Legislativo del Estado de México, a propuesta de la Junta de Coordinación Política y con aprobación del Pleno.
En su integración se considerará la participación de los distintos grupos parlamentarios, respetando en todo momento los principios de pluralidad, paridad y proporcionalidad.

	Artículo 6. La persona interesada o su defensa, podrá solicitar ante el Juez Competente, la aplicación de la amnistía respecto de los delitos establecidos en esta Ley, quien se pronunciará respecto a la procedencia de la misma, para lo cual:
I. Tratándose de personas vinculadas o sujetas a proceso o indiciadas pero prófugas, se notificará a la Fiscalía General de Justicia del Estado de México, el desistimiento de la acción penal;
II. Tratándose de personas con sentencia firme, se realizarán las actuaciones conducentes para, en su caso, ordenar su inmediata liberación.
	Artículo 6. La Comisión Legislativa de Amnistía contará, cuando la naturaleza, complejidad o relevancia del asunto lo amerite, con la participación de personas expertas reconocidas a nivel nacional o internacional en las materias vinculadas con los supuestos previstos en la presente Ley. Su intervención tendrá fines de asesoría técnica o especializada, con derecho a voz, pero sin voto.

	Artículo 7. Las solicitudes también podrán ser presentadas por personas que tengan relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado con el interesado, o bien por organizaciones u organismos públicos defensores de derechos humanos debidamente registrados y sin fines de lucro.
	Artículo 7. Se encuentran legitimadas para promover la solicitud de amnistía:
I. La persona a favor de quien se solicite;
II. Su defensa legal;
III. Las personas con parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado;
IV. La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México y demás organismos públicos defensores de derechos humanos;
V. Las organizaciones de la sociedad civil legalmente constituidas sin fines de lucro cuyo objeto sea la defensa o promoción de los derechos humanos.

	Artículo 8. La solicitud de amnistía deberá ser presentada por escrito o por medios electrónicos habilitados para tal efecto, ante el Juez Competente, debiendo acreditar la calidad con la que acude a solicitar amnistía, el supuesto por el que se considera podría ser beneficiario de la misma, adjuntando medios de prueba en los que sustente su petición y, en su caso, solicitando se integren aquellos que no estén a su alcance por no estar facultados para tenerlas. 

La autoridad judicial dentro del plazo de tres días hábiles posteriores a la recepción de la solicitud, emitirá un acuerdo en cualquiera de los siguientes sentidos:

I. Admitir e iniciar el trámite; 

II. Prevenir para que aclare o corrija la solicitud, dentro del término de tres días, siguientes a su notificación;





III. …
…
…
	Artículo 8. La solicitud de amnistía deberá ser presentada por escrito o por medios electrónicos habilitados para tal efecto, ante la Comisión Legislativa de Amnistía.








La Comisión Legislativa de Amnistía, dentro del plazo de tres días posteriores a la recepción de la solicitud, deberá: 

I. Admitir e iniciar los trabajos para la emisión del dictamen;
II. Prevenir a la persona solicitante para que aclare o corrija la solicitud, dentro del término de diez días hábiles, contados a partir de su notificación, cuando advierta omisiones, imprecisiones o defectos formales en la misma;
III. …
…
…

	Sin correlativo
	Artículo 8 Bis.  La solicitud de amnistía deberá contener, cuando menos:
I. Los datos de identificación de la persona solicitante y, en su caso, de la persona a favor de quien se promueve;
II. La referencia precisa del proceso penal, causa penal o sentencia firme respecto de la cual se solicita la amnistía;
III. La identificación del supuesto o supuestos de procedencia previstos en la presente Ley;
IV. La exposición de los hechos y razones que sustenten la procedencia de la amnistía;
V. Los elementos documentales o de información disponibles que acompañen la solicitud.
La omisión de alguno de los elementos señalados no determinará por sí misma la improcedencia, siempre que resulte posible su subsanación.

	Artículo 9. Una vez admitida la solicitud, dentro del plazo de treinta días hábiles, el Juez Competente, deberá determinar la procedencia o improcedencia de la amnistía, pudiendo prorrogarse dicho plazo hasta por treinta días más, atendiendo las circunstancias del caso.
	Artículo 9. Admitida la solicitud, la Comisión Legislativa de Amnistía procederá, a propuesta de la persona presidenta, a turnarla a un integrante de la Comisión, para efectos de estudio, análisis y elaboración de la propuesta de dictamen correspondiente.
La propuesta de dictamen deberá ser presentada ante la Comisión dentro del plazo de treinta días hábiles, contados a partir de la admisión de la solicitud; dicho plazo podrá prorrogarse por una sola ocasión y hasta por treinta días hábiles más, cuando la naturaleza o complejidad del asunto así lo justifique.
La Comisión examinará, discutirá y, en su caso, aprobará la propuesta de dictamen, para su remisión al Pleno de la Legislatura, a efecto de que éste emita el Decreto que corresponda, conforme a lo dispuesto en la presente Ley.

	Artículo 10. En la determinación que otorgue la amnistía, la autoridad judicial ordenará a las autoridades competentes que decreten la libertad o el desistimiento del ejercicio de la acción penal, según corresponda.
	Artículo 10. El Decreto de Amnistía, aprobado por el Pleno de la Legislatura del Estado de México, ordenará a las autoridades competentes, según corresponda, la libertad inmediata de la persona beneficiaria o el desistimiento del ejercicio de la acción penal.
Dicho Decreto será remitido al Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno”, así como para los efectos legales conducentes.


	Artículo 12. Los efectos de esta Ley se producirán a partir de que la autoridad judicial se pronuncie sobre el otorgamiento de la amnistía.
	Artículo 12. Los efectos de esta Ley se producirán a partir de que el Decreto de Amnistía sea aprobado por el Pleno de la Legislatura del Estado de México. 

	Artículo 16. La LX Legislatura del Estado de México con base en su normatividad, integrará una Comisión Especial, con el fin de dar seguimiento a lo ordenado en esta ley, así como para conocer de aquellos casos que por su relevancia son puestos a su consideración por medio de las personas a que se refiere el artículo 7 de esta Ley y organismos defensores de derechos humanos, por encuadrar en supuestos de violación de derechos o fallas en la aplicación de alguno de los principios penales del sistema acusatorio, o la plena presunción de fabricación de delitos.
	Artículo 16. La Comisión Legislativa de Amnistía, deberá elaborar informes periódicos sobre el estado que guarda la tramitación de las solicitudes de amnistía. Dichos informes serán públicos y se remitirán al Pleno de la Legislatura, a fin de garantizar la transparencia, la rendición de cuentas y el respeto a los derechos humanos de las personas solicitantes y beneficiarias.

	Artículo 17. La Comisión al conocer de la solicitud a que se refiere el artículo anterior, solicitará la opinión consultiva de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México, del Poder Judicial del Estado de México y del Ejecutivo estatal a través de la Secretaría de Justicia y Derechos Humanos, así como de Organizaciones de la Sociedad Civil debidamente registradas, cuyo objeto sea la protección y defensa de derechos humanos, quienes deberán emitir la opinión en un plazo razonable.


























… 
	Artículo 17. La Comisión Legislativa de Amnistía, al conocer de la solicitud a que se refiere el artículo anterior, deberá garantizar un procedimiento transparente, imparcial y con perspectiva de derechos humanos. Para tal efecto, deberá:








I. Requerir información, documentación o informes a las autoridades correspondientes del Poder Ejecutivo, del Poder Judicial y de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México, así como de cualquier otra autoridad estatal o municipal, cuando resulten necesarios para el análisis de las solicitudes;
II. Solicitar la opinión consultiva de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México, del Poder Judicial del Estado de México y del Ejecutivo estatal, a través de la Consejería Jurídica, así como de instituciones académicas y Organizaciones de la Sociedad Civil debidamente registradas, cuyo objeto sea la protección y defensa de derechos humanos, quienes deberán emitir la opinión en un plazo razonable; 
III. Convocar la participación de personas expertas, instituciones académicas y organizaciones de la sociedad civil, cuando la naturaleza del asunto lo amerite;
IV. Incorporar criterios de igualdad de género, no discriminación y debido proceso en la elaboración de sus dictámenes; y
V. Garantizar la protección, confidencialidad y tratamiento adecuado de los datos personales de las personas solicitantes y beneficiarias de la amnistía, conforme a la legislación en materia de protección de datos personales y acceso a la información pública.
…


	Artículo 18. La determinación que resulte del análisis de cada caso, será turnado a la autoridad judicial o procuradora de justicia a efecto de que atienda la recomendación legislativa y resuelva lo procedente. También se hará del conocimiento del Titular del Ejecutivo para que, en ejercicio de sus atribuciones, determine lo conducente.
	Artículo 18. Derogado.

	Artículo 19. El Poder Judicial ordenará el archivo de la solicitud de amnistía, cuando se logre la liberación del solicitante o el desistimiento del ejercicio de la acción penal. 
… 
	Artículo 19. El Poder Legislativo ordenará el archivo de la solicitud de amnistía, cuando se logre la liberación del solicitante o el desistimiento del ejercicio de la acción penal. 
… 

	Artículo 20. El Poder Judicial deberá incluir en su informe anual de actividades, las solicitudes de amnistía recibidas, resueltas y pendientes de resolver.
	Artículo 20. El Poder Legislativo deberá incluir en su informe anual de actividades, las solicitudes de amnistía recibidas, resueltas y pendientes de resolver.













DECRETO NÚMERO _______
LA H. “LXII” LEGISLATURA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MÉXICO
DECRETA:
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Amnistía del Estado de México.  

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley de Amnistía del Estado de México. para quedar como sigue: 

Artículo 1.  La presente Ley es de orden público, interés social y de observancia general en el Estado de México.
Su objeto es establecer las bases para decretar amnistía en favor de las personas que se encuentren vinculadas a proceso o hayan recibido sentencia firme por los tribunales del fuero común, respecto de los delitos previstos en esta Ley, cometidos hasta la fecha y posterior a su entrada en vigor, siempre que no sean reincidentes en el delito por el cual se otorgue el beneficio.
Son supletorias de esta Ley en lo que correspondan, el Código Nacional de Procedimientos Penales y la Ley Nacional de Ejecución Penal.

Artículo 2. … 
I a II. … 
III.	Derogado.
IV.	…
V.	La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México.
VI.	El Instituto de la Defensoría Pública del Estado de México.

Artículo 2 Bis.   Corresponde al Poder Legislativo:
I. Integrar una Comisión Legislativa de Amnistía, encargada de recibir, analizar, dictaminar y someter a consideración del Pleno las solicitudes de amnistía que se tengan por presentadas por encuadrar en supuestos de violación de derechos o fallas en la aplicación de alguno de los principios penales del sistema acusatorio, o la plena presunción de fabricación de delitos;
II.  Emitir el dictamen correspondiente y, en su caso, aprobar mediante Decreto Legislativo el otorgamiento de la amnistía, en los términos establecidos en esta Ley; y
III.  Vigilar el cumplimiento del Decreto de Amnistía por parte de las autoridades obligadas a su ejecución, en el ámbito de sus atribuciones.

Artículo 2 Ter.  Corresponde al Poder Ejecutivo:
I. Cumplir y ejecutar, de manera inmediata y obligatoria, los Decretos de Amnistía emitidos por el Poder Legislativo, en los términos en que hayan sido aprobados conforme a la presente Ley.

Artículo 2 Quáter.  Corresponde a la Fiscalía General de Justicia del Estado de México:
I. Cumplir y ejecutar, en el ámbito de sus atribuciones, los Decretos de Amnistía emitidos por el Poder Legislativo del Estado de México, realizando los actos ministeriales que resulten necesarios para hacer efectivos sus efectos jurídicos.

Artículo 2 Quinquies. Corresponde a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México:
I.  Proporcionar orientación jurídica especializada a las personas solicitantes de amnistía, respecto de la identificación de posibles violaciones a derechos humanos o al debido proceso, y
II.  Emitir opiniones técnicas o consultivas a solicitud del Poder Legislativo.

Articulo 2 Sexies. Corresponde al Instituto de la Defensoría Pública del Estado de México:
I.  Proporcionar asesoría jurídica y defensa técnica a las personas solicitantes de amnistía que así lo requieran, conforme a la legislación aplicable, y
II.  Ejercer la representación legal de las personas solicitantes o beneficiarias ante las autoridades competentes, cuando proceda.

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:
I a IV. …
V.	Derogado.
VI a IX. … 
Artículo 4. Se decretará amnistía en los siguientes supuestos: 
I.	Por el delito de aborto, en cualquiera de sus modalidades, previsto en el Código Penal, cuando:
a)	Se impute a la persona gestante del producto del embarazo interrumpido.
b)	Se impute a las y los médicos, cirujanos, comadronas o parteras, u otro personal autorizado de servicios de la salud, que hayan auxiliado en la interrupción del embarazo, siempre que esta se haya llevado a cabo sin violencia y con el consentimiento de la persona gestante del producto del embarazo interrumpido.
c)	Se impute a las personas que hayan auxiliado, con previo consentimiento de la persona gestante del producto, en la interrupción del embarazo.
II a XXII. … 
XIII.	Cuando, en relación con el delito imputado, existan indicios razonables de que el proceso penal se haya iniciado o sostenido con base en hechos falsos, pruebas ilícitas, simuladas o manipuladas, o mediante actuaciones ministeriales o policiales irregulares e ilegales, así como por violaciones graves al debido proceso, y tales circunstancias hayan dado lugar a la privación de la libertad, a la vinculación a proceso o a la emisión de una sentencia.
Los organismos a que se refiere la fracción XII podrán remitir para análisis y resolución del Poder Legislativo, los casos que sean hechos de su conocimiento y consideren que son objeto de aplicación de la presente Ley.
…

Artículo 5. La Comisión Legislativa de Amnistía es el órgano legislativo encargado de conocer, analizar y dictaminar las solicitudes de amnistía previstas en la presente Ley.
La Comisión Legislativa de Amnistía se integrará conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica y el Reglamento del Poder Legislativo del Estado de México, a propuesta de la Junta de Coordinación Política y con aprobación del Pleno.
En su integración se considerará la participación de los distintos grupos parlamentarios, respetando en todo momento los principios de pluralidad, paridad y proporcionalidad.

Artículo 6. La Comisión Legislativa de Amnistía contará, cuando la naturaleza, complejidad o relevancia del asunto lo amerite, con la participación de personas expertas reconocidas a nivel nacional o internacional en las materias vinculadas con los supuestos previstos en la presente Ley. Su intervención tendrá fines de asesoría técnica o especializada, con derecho a voz, pero sin voto.

Artículo 7. Se encuentran legitimadas para promover la solicitud de amnistía:
I.	La persona a favor de quien se solicite;
II.	Su defensa legal;
III.	Las personas con parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado;
IV.	La Comisión de Derechos Humanos del Estado de México y demás organismos públicos defensores de derechos humanos;
V.	Las organizaciones de la sociedad civil legalmente constituidas sin fines de lucro cuyo objeto sea la defensa o promoción de los derechos humanos.

Artículo 8. La solicitud de amnistía deberá ser presentada por escrito o por medios electrónicos habilitados para tal efecto, ante la Comisión Legislativa de Amnistía.
La Comisión Legislativa de Amnistía, dentro del plazo de tres días posteriores a la recepción de la solicitud, deberá: 
I.	Admitir e iniciar los trabajos para la emisión del dictamen;
II.	Prevenir a la persona solicitante para que aclare o corrija la solicitud, dentro del término de diez días hábiles, contados a partir de su notificación, cuando advierta omisiones, imprecisiones o defectos formales en la misma;
III. 	 … 
…

Artículo 8 Bis.  La solicitud de amnistía deberá contener, cuando menos:
I.	Los datos de identificación de la persona solicitante y, en su caso, de la persona a favor de quien se promueve;
II.	La referencia precisa del proceso penal, causa penal o sentencia firme respecto de la cual se solicita la amnistía;
III.	La identificación del supuesto o supuestos de procedencia previstos en la presente Ley;
IV.	La exposición de los hechos y razones que sustenten la procedencia de la amnistía;
V.	Los elementos documentales o de información disponibles que acompañen la solicitud.
La omisión de alguno de los elementos señalados no determinará por sí misma la improcedencia, siempre que resulte posible su subsanación.

Artículo 9. Admitida la solicitud, la Comisión Legislativa de Amnistía procederá, a propuesta de la persona presidenta, a turnarla a un integrante de la Comisión, para efectos de estudio, análisis y elaboración de la propuesta de dictamen correspondiente.
La propuesta de dictamen deberá ser presentada ante la Comisión dentro del plazo de treinta días hábiles, contados a partir de la admisión de la solicitud; dicho plazo podrá prorrogarse por una sola ocasión y hasta por treinta días hábiles más, cuando la naturaleza o complejidad del asunto así lo justifique.
La Comisión examinará, discutirá y, en su caso, aprobará la propuesta de dictamen, para su remisión al Pleno de la Legislatura, a efecto de que éste emita el Decreto que corresponda, conforme a lo dispuesto en la presente Ley.

Artículo 10. El Decreto de Amnistía, aprobado por el Pleno de la Legislatura del Estado de México, ordenará a las autoridades competentes, según corresponda, la libertad inmediata de la persona beneficiaria o el desistimiento del ejercicio de la acción penal.
Dicho Decreto será remitido al Poder Ejecutivo para su publicación en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno”, así como para los efectos legales conducentes.
Artículo 12. Los efectos de esta Ley se producirán a partir de que el Decreto de Amnistía sea aprobado por el Pleno de la Legislatura del Estado de México. 

Artículo 16. La Comisión Legislativa de Amnistía, deberá elaborar informes periódicos sobre el estado que guarda la tramitación de las solicitudes de amnistía. Dichos informes serán públicos y se remitirán al Pleno de la Legislatura, a fin de garantizar la transparencia, la rendición de cuentas y el respeto a los derechos humanos de las personas solicitantes y beneficiarias.

Artículo 17. La Comisión Legislativa de Amnistía, al conocer de la solicitud a que se refiere el artículo anterior, deberá garantizar un procedimiento transparente, imparcial y con perspectiva de derechos humanos. Para tal efecto, deberá:
I.	Requerir información, documentación o informes a las autoridades correspondientes del Poder Ejecutivo, del Poder Judicial y de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México, así como de cualquier otra autoridad estatal o municipal, cuando resulten necesarios para el análisis de las solicitudes;
II.	Solicitar la opinión consultiva de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, de la Fiscalía General de Justicia del Estado de México, del Poder Judicial del Estado de México y del Ejecutivo estatal, a través de la Consejería Jurídica, así como de instituciones académicas y Organizaciones de la Sociedad Civil debidamente registradas, cuyo objeto sea la protección y defensa de derechos humanos, quienes deberán emitir la opinión en un plazo razonable; 
III.	Convocar la participación de personas expertas, instituciones académicas y organizaciones de la sociedad civil, cuando la naturaleza del asunto lo amerite;
IV.	Incorporar criterios de igualdad de género, no discriminación y debido proceso en la elaboración de sus dictámenes; y
V.	Garantizar la protección, confidencialidad y tratamiento adecuado de los datos personales de las personas solicitantes y beneficiarias de la amnistía, conforme a la legislación en materia de protección de datos personales y acceso a la información pública.
…

Artículo 18. Derogado.
Artículo 19. El Poder Legislativo ordenará el archivo de la solicitud de amnistía, cuando se logre la liberación del solicitante o el desistimiento del ejercicio de la acción penal. 
… 
Artículo 20. El Poder Legislativo deberá incluir en su informe anual de actividades, las solicitudes de amnistía recibidas, resueltas y pendientes de resolver.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en el periódico oficial "Gaceta del Gobierno".
SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el periódico oficial "Gaceta del Gobierno".
TERCERO. Deberá adecuarse la normativa aplicable en un plazo no mayor a 120 días naturales a la entrada en vigor del presente Decreto. 
CUARTO. Se derogan las disposiciones de igual o menor jerarquía que se opongan a las establecidas en el presente decreto.

Dip. Octavio Martínez Vargas[image: ][image: ][image: ]2

Distrito VI-Ecatepec de Morelos

“2026. AÑO DEL HUMANISMO MEXICANO EN EL ESTADO DE MÉXICO”.

Dip. Octavio Martínez Vargas

Plaza Hidalgo s/n. Col. Centro. Toluca, Estado de México, C.P. 50000 Tels. 722 279 6400 y 722 279 6500
CongresoEdomex.gob.mx
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